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JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, 

Aprobado por acta No.         Hora:
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el apoderado del señor ROBERTO VALENCIA MESA, contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, al considerar violado el derecho de igualdad.    

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito pertinente, se puede concretar en:

1.1.- El señor ROBERTO VALENCIA MESA fue condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas a la pena principal de setenta y dos (72) meses de prisión al aceptar los cargos formulados por la Fiscalía ocho (8) de ese Municipio razón por la cual en atención a lo dispuesto en el artículo 40 del Código Penal -sic- la pena se le disminuyó en una tercera parte y quedó en cuarenta y ocho (48) meses.

1.2.- La nueva legislación vigente en Bogotá y el Eje Cafetero desde el primero de enero de este año contempla que la aceptación de cargos por parte del imputado en la investigación apareja una rebaja de hasta el cincuenta (50%) de la pena a imponer.

1.3.- Señala el caso de otra persona condenada mediante sentencia de abril de 2004 en el cual la Sala Penal del Tribunal Superior de Caldas -sic- hizo la rebaja que contempla la nueva legislación y redujo la pena en la mitad.

1.4.- Al acudir ante el juzgado accionado para que diera aplicación al principio de favorabilidad y aportar copias de las decisiones aludidas, obtuvo pronunciamiento negativo sobre la concesión de la libertad condicional por no cumplir el tiempo suficiente para otorgársele el beneficio.

1.5 Al comparar la  situación del señor VALENCIA MESA con la de quien le fue concedida la rebaja por favorabilidad en otro distrito judicial, colige que las circunstancias de tiempo, modo y lugar de su aprehensión son completamente análogas y acude a la acción constitucional para que se le dé igual tratamiento, ya que con ello se puede beneficiar al obtener la libertad condicional, razón por la cual sustenta su petición en el artículo 13 constitucional. 

3.- CONTESTACIÓN

El titular del despacho accionado, guardó silencio sobre la solicitud elevada.

4.- PRUEBAS

El accionante adjuntó a su escrito copias de las providencias mencionadas; y por parte de esta Sala de decisión, se practicó inspección judicial al proceso adelantado inicialmente en el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas y posteriormente en el accionado Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que vigila la ejecución de la pena impuesta.

5.- SE CONSIDERA
La acción de tutela se erige hoy por hoy, tras casi quince años de desarrollo jurisprudencial en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El problema  que ha sido puesto a consideración de la Sala, en su rol de juez constitucional consiste en que se pretende atacar una decisión judicial por este medio extraordinario, en aras de obtener una rebaja de pena que será utilizada para obtener la libertad condicional del accionante, que a la sazón se encuentra descontando la pena que se fue impuesta mediante sentencia debidamente ejecutoriada.

De antaño ha quedado claro que la acción de tutela no es mecanismo idóneo para desestabilizar decisiones judiciales, a menos, claro está, que se trate de una vía de hecho. 

Estudiada la foliatura relacionada con el proceso penal adelantado, se ha observado un trámite apegado a los lineamientos constitucionales y legales, donde con frecuencia se han emitido providencias que han dado oportuna respuesta a las solicitudes elevadas y ante la interposición y sustentación de los recursos han sido oportunamente desatados, incluso por parte de esta Sala aunque en asuntos diferentes al que ahora concita su atención mediante este excepcional mecanismo constitucional.

Al margen, es necesario plasmar que el funcionario accionado sustentó y motivó adecuadamente las razones por las cuales consideraba que no era aplicable el principio de favorabilidad pedido, al encontrar que las normas de la Ley 906 de 2004 reglaban lo referido a las conductas punibles cometidas a partir del primero de enero del año en curso, y por ende no era posible que la misma cobijara el caso del señor ROBERTO VALENCIA MESA, condenado por ilícito realizado en el mes de noviembre de dos mil tres (2003).

En  este punto cabe recordar que dentro de los pilares que sustentan al servicio público de la administración de justicia, la independencia del juez es un principio insoslayable, habida cuenta de estar obligado a fundamentar sus decisiones apoyado en la Constitución y en la Ley de manera estricta y como criterio auxiliar en la jurisprudencia, principalmente de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional en sus roles de máximo tribunal de casación con funciones precisamente de unificador de jurisprudencia de aquella y de intérprete calificado del espíritu de la Constitución de esta. En ese entendido, ante la disparidad de criterios que se evidencia frente a la pretendida aplicación de la favorabilidad relacionada con las disposiciones del sistema acusatorio no es dable al juez en sede de tutela imponer al juez natural un criterio por esta vía, cuando esa misión como ya se dijo radica en las altas Cortes.

Como quedó evidenciado, no se puede hablar válidamente del derecho a la igualdad por cuanto el fondo de la petición se refiere a una decisión judicial que no resulta factible desestabilizar por este mecanismo de protección constitucional, y que además, existe otro medio de defensa judicial del cual no se hizo uso en el presente evento (recurso). Por ello, habrá de declararse la improcedencia del amparo reclamado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por medio de apoderado por el ciudadano ROBERTO VALENCIA MESA.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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